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estar justificada en la existencia de campañas publicitarias que respondan a necesidades 
concretas y reales de comunicación. Una norma sobre publicidad oficial debería exigir 
que los gobiernos realicen una adecuada planificación de las campañas que prevén para 
el año, sin perjuicio de las situaciones imprevistas o de emergencia. 

iv. Transparencia y control externo 

Todos los individuos tienen derecho a conocer los gastos efectuados en publicidad 
oficial, que se financian con fondos públicos. Como sostuvo la RELE, en esta materia "la 
transparencia es un eiemento imperiosamente necesario (...) para garantizar la justicia 
y el respeto a la libertad de expresión" 28 . Carantizando el cumplimiento del estándar de 
"transparencia activa" - que establece la obligación de un Estado de publicar, en forma 
dinámica, toda una gama de información de interés público— 29 una ley de publicidad ofi- 
cial debe establecer mecanismos que promuevan ia difusión proactiva de información 
sobre pauta y que garanticen el fácil acceso a estos datos por parte del público en general. 
Esta información debería incluir, al menos: 1) los presupuestos aprobados de publicidad 
y las modificaciones que se efectúen a lo largo del año; 2) los gastos efectuados (in- 
cluyendo organismo contratante, los medios de comunicación que reciben publicidad, 
los criterios de asignación en cada caso, información sobre los contratos realizados, etc); 
3) información precisa sobre las campañas publicitarias efectuadas con fondos públicos 
(incluyendo los objetivos, el plan de distribución entre medios, etc). Finalmente, los 
gobiernos deben rendir cuentas al público sobre los gastos efectuados y el modo en 
que son empleados los recursos destinados a publicidad oficial. Para eso es necesario 
que se establezcan claros mecanismos de control externo. 

v. Criterios de asignación y pluralismo informativo 

Para reducir la discrecionalidad, la asignación de publicidad oficial en los diferentes 
medios de comunicación debe responder a criterios preestabiecidos, claros y trans- 
parentes, que sean neutrales desde el punto de vista de la línea editorial del medio. 
En otras palabras: la distribución de la pauta no puede utilizarse de modo discrimi- 
natorio, a fin de recompensar o castigar a los medios en función del contenido de sus 



28. CIDH. Informe AnuaL 2003. Capítulo V:Violaciones Indirectas a la libertad de expresión: Asig- 
nación dlscriminatoria de la publicidad oficial, párr. 89. 

29. Comité Jurídico Interamericano, Principios sobre el Derecho de Acceso a la Información, 
OEA/Ser.Q. CJI/RES. 147 (LXXIII-O/08), 7 de agosto 2008, principio 4. 
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publicaciones. Como sostuvo la RELE, "los Estados deberían decidir qué comunican y 
dónde comunican sus mensajes a la sociedad, en función de criterios objetivos vin- 
cuiados con la mejor manera de transmitir esa información de forma más eficaz, y con 
absoluta independencia del contenido informativo o editorial del medio que deban 
contratar para tales efectos". 30 

La definición de los criterios que deben regir la distribución de la pauta oficial es, sin duda, 
un tema complejo. Desde la ADC consideramos que dichos criterios deben tener en 
cuenta en primer término la efectividad del mensaje -teniendo en cuenta el principio 
de utiiidad pública de la pauta- la razonabilidad en el uso de los fondos públicos, así 
como la necesidad de evitar que la publicidad oficial se concentre injustamente en pocos 
medios o tipos de medios, de modo de cumplir con la obligación estatal de fomentar 
el pluralismo informativo. 

Teniendo en cuenta esos principios, la asignación de pauta debería incluiry evaluardis- 
tintos factores tales como: 1) el perfil del medioy el público al que va destinada la cam- 
paña, que es el criterio fundamental; 2) la circulación para los medios gráficos o audiencia 
en el caso de los audiovisuales (usando datos de circulación confiables e independientes); 
3) las tarifas de ios medios (que no deberían ser superiores a las de los anunciantes pri- 
vados); y 4) medidas que fomenten la distribución de pauta entre la mayor cantidad de 
medios y tipos de medios posibles. En todos los casos, al momento de adjudicar un con- 
trato de pubiicidad, los criterios y su forma de evaluación deben aparecer claramente ex- 
puestos y fundados. Los gobiernos deben justificar públicamente cómo y por qué distri- 
buyen los avisos oficiales en cada caso. 

Si bien la pauta oficial no debería ser un mecanismo destinado al sostén económico de 
los medios de comunicación, ya que tienen objetivos distintos, en un escenario de con- 
centración de la propiedad de los medios y de los anunciantes privados estos fondos 
son en la práctica cruciales para el desarrolio de muchos medios.Tanto la Corte como 
la CIDH han sostenido que la ausencia de pluraiidad de fuentes de información y medios 
de comunicación representa un serio obstáculo para el efectivo ejercicio de la libertad 



30. CIDH. InformeAnuaL 2008.Volumen II: Informe Anual de [a Relatoría EspeciaL para la Libertad 
de Expresión. Capítulo IV, párr. 77. 
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de expresión, 31 y que los Estados deben adoptar medidas para impulsar el pluralismo 
informativo. 32 

De este modo, existen mecanismos posibles para fomentar la diversificación de la dis- 
tribución de pauta entre múltiples medios y tipos de medios, así como la participación 
de medios tradicionalmente desfavorecidos, garantizando en cada caso que se cumpla 
la efectividad del mensaje a comunicar. Entre los mecanismos que se pueden adoptar 
figuran, por ejemplo: otorgar preferencia a medios locales por sobre los medios nacio- 
nales para determinadas campañas, 33 dividir la pauta de cada campaña entre múltiples 
medios de comunicación; utilizar sistemas razonables de cuotas o pisos mínimos para 
determinadas categorías de medios de comunicación; fijar topes máximos de pauta para 
cada medio y/o grupo de medios. Es importante que, en todos los casos, las decisiones 
respecto de este tipo de medidas sean públicas y justificadas. 
Por úitimo, una discusión sobre publicidad oficial debe necesariamente estar atada a un 
debate serio y profundo sobre las políticas públicas que son necesarias para garantizar 



31. Ver Corte IDH. "La Colegiación Obligatoria de Periodistas" (Arts. 13 y 29 Convención 
Americana sobre Derechos Humanos). Opinión ConsuLtiva OC-5/85 del 13 de noviembre de 1985. 
Serie A No. 5, párr. 34; Informe anual de la ReLatoría Especial para la Libertad de Expresión 2004, 
CapítuLoV, "VioLaciones indirectas a la übertad de expresión", párr. 18 y 20;"Dec[aración Conjunta 
Sobre Diversidad en la Radiodifusión", emitida en diciembre de 2007 por el Relator EspeciaL de 
la Organización de Estados Americanos (OEA) sobre Libertad de Expresión, el Relator Especial de 
Naciones Unidas sobre Libertad de Opinión y de Expresión, el Representante de la Organización 
para la Seguridad y la Cooperación Europeas (OSCE) sobre Libertad de los Medios de 
Comunicación, y la Relatora Especial de la CADHP (Comisión Africana de Derechos Humanos y 
de los PuebLos) sobre Libertad de Expresión y Acceso a la Información. 

32. Conf. Corte IDH. "Kimel vs. Argentina". Sentencia del 2 de mayo de 2008, párr. 57. "Dada la 
importancia de la libertad de expresión en una sociedad democráticay la eLevada responsabilidad 
que eiio entraña para quienes ejercen profesionaLmente [abores de comunicación social, e[ 
Estado no sólo debe minimizar [as restricciones a la circuLación de [a información sino también 
equilibrar, en la mayor medida de [o posibLe, [a participación de [as distintas informaciones en e[ 
debate púbüco, impuLsando e[ p[ura[ismo informativo." 

33. De acuerdo a un análisis realizado por [a ADC en 2008, un 88% de la inversión pubücitaria 
"directa" (esto es, la invertida directamente en medios específicos, sin pasar por intermediarios 
como productoras, agencias de publicidad u otros) en e[ rubro de diarios, revistas, radios y canales 
deTV se concentró en medios de [a Ciudad de Buenos Airesy [os de distribución nacionaLTambién 
resaLtaba [a escasa presencia de diarios provinciales entre [a üsta de [os principales proveedores 
del Estado en el rubro Gráfica. (ADC, 2008) 
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efectivamente el pluralismo informativo, a través de ayudas indirectas o subsidios a los 
medios. Como sostuvo la Relatoría, "se deberían adoptar medidas para evitar que la 
pauta oficiai genere una dependencia de los medios de comunicación audiovisual pri- 
vados -con o sin fines de lucro- del poder público. Al respecto, es claro que la publicidad 
estatal puede representar en muchos casos la única alternativa posible de financiamiento 
para ciertos medios pequeños -que no aparecen como opciones comercialmente ren- 
tables para la publicidad privada- o de los que critican a las empresas o grupos econó- 
micos poderosos. 34 En estos casos, los Estados deberían asegurar fuentes de financia- 
miento alternativas para fomentar la pluralidad de voces." 



34. CIDH. Informe AnuaL 2003. Capítulo VVioladones Indirectas a la libertad de expresión: Asig- 
nación dlscriminatoria de la publicidad oficial, párr. 4. 



k.2 Medios públicos, 
medios del gobierno 



Junto al derecho a decir existe otro principio que es el derecho 
de ta sociedad a ser informada, un derecho que viabilizan tos 
medios de comunicación y que los estados deben garantizar. Si 
ia información es de baja catidad, io que se deteriora o devalúa 
es ia misma calidad democrática. [Norma Morandini] 



De todos Los temas tratados en este Libro, la cuestión de los medios estatales es el 
que tiene más larga data, el que más cambios LegaLes tuvo en la democracia y ei que 
más frustraciones ha deparado.Todos estamos de acuerdo en que, en cuestiones de 
radio o televisión, hay que evitar que público se confunda con gubernamental. Pero, 
a juzgar por los resuLtados, ninguna gestión democrática ha podido conseguir io que 
retóricamente dedaman funcionarios, especiaÜstas, políticos, gente de medios, 
como describe la breve historia que hace Gu¡[[ermo Mastrini a continuación.A 2010 
los medios púbÜcos son Canal 7TV, Radio Nacionaly la Agencia de Not¡c¡asTe[am, 
la seña[ Encuentro, cana[ educativo contro[ado por el Ministerio de Educación de la 
Nación, y las seña[es que irán apareciendo dentro de la Te[ev¡s¡ón Digital Terrestre 
(TDT) [anzada en 2010. Pero también son púbÜcas 40 radios y ocho cana[es a lo [argo 
del país, más las señales administradas por el Gobierno de la Gudad de Buenos Aires, 
fuerzas de seguridad y la Universidad de Buenos Aires, lo que recuerda que en el es- 
pectro estatal conviven voces muy distintas. Pero todas enfrentan el desafío de con- 
soÜdar una audiencia sostenida y una cred¡b¡[¡dad que los cambios de contenidos 
y orientaciones que marca la política no dejan construir. 

Es quizás en este campo donde se han generado los mayores compromisos y 
las mejores expectativas a[rededor de la sanción de la ley que regu[a los servicios 
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audiovisuales. Con el argumento de impuisar una pLuralidad que los años de pre- 
ponderancia de los medios comerciaies recortaron, la ley 26.522 garantiza la trans- 
misión de los canales púbLicos por todos [os operadores y, en su artículo 89, reserva 
frecuencias para el Estado nacional (repetidoras necesarias para dar cobertura na- 
cionai a ios medios del sistema público) y ios estados provinciales (una de AM, una 
de FM y una deTV) y municipales (una de FM).También se hacen reservas para 
las universidades (una señal de radio y otra deTV). 

Pero los medios no son sólo una cuestión de frecuencia. Por caso, Radio Nacional 
tiene una presencia sostenida en todo el país desde hace años.y sin embargo, la en- 
cuesta Ipsos-Mora yAraujo (2019) deiataba el bajo conocimiento que tenía la se- 
ñal. Las mediciones de audiencia tampoco han sido favorables al canal público en 
los últimos años. No se cuentan con cifras de audiencia del CanaL Encuentro, hasta 
la fecha transmitido soio por el sistema de cabLe, porque al parecer, está por debajo 
de los niveies de registro. Desde el gobierno se ha propuesto la creación de una 
medidora aLternativa a Ibope, argumentando que las bajas mediciones son pro- 
ducto de falencias de la medidora que sirve de referencia para un mercado publi- 
citario de $9.000 miilones. Sin embargo, desde 2009, cuando el canal púbLico em- 
pezó a transmitir el fútbol, los guarismos de la consultora objetada Liegaron a las 



Gráfico 18: Promedio anual de audiencia, canales abiertos de la 
Ciudad de Buenos Aires y área metropolitana (Fuente: www.television.com.ar) 
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dos cifras y mostraban niveles de audiencia importantes en ei canal público cuando 
se trataba de encuentros deportivos. 

La participación en la audiencia del principal distrito de[ país se hace más 
elocuente s¡ se la compara con [a de [as seña[es de noticias de transmisión por 
cab[e. Con e[ argumento de dar plura[¡dad de voces en [as noticias, e[ gobierno 
ha apoyado pub[¡c¡tar¡amente señales de noticias. Sin embargo, no parecen haber[e 
restado audiencia a [as seña[es existentes.Antes bien, [a confrontación abierta que 
el ex presidente Kirchner mantuvo desde 2008 con e[ Grupo C[arín, atacando 
espec¡a[mente a TN en muchos actos púbÜcos, pareciera haber forta[ec¡do la 
audiencia de [a señaL En Los capítu[os previos mencionamos [as enormes cifras que 
e[ Estado destina en pubÜcidad para emprendimientos privados de baja audiencia. 
La pregunta que siempre aparece es s¡ no sería preferible derivar parte de esos 
dineros para mejorar [a oferta de Los medios púbÜcos, y en darLes un impu[so 
tecnoLógico y de caÜdad, como plantean ser las necesidades de [as radios univer- 
sitarias y comunitarias. Contrariamente, [a po[ítica de programación del cana[ 
púb[¡co ha resu¡tado errática y experimental, como anaÜza PabLo Sirvén, [o que 
ha contribuido a desgastar el prestigio de[ canaL 

Los cana¡es públicos son e[ escenaño idea[ para promover [a p[ura[idad de voces, 
especia[mente [a de [as minorías. Si se piensa que en [os úLtimos años, los programas 
más vistos en e[ canal 7 han sido Los programas de foLkLore y [os festiva[es regiona[es 
se aprecia que e[ cana[ gana cuando ofrece alternativas que Los canaLes comerciales 
desprecian. Pero las administraciones siguen presas de [a obsecuencia con el 
gobierno, o e[ vo[untarismo de[ equipo de turno, sin garantizar una programación 
e[aborada en base a concursos abiertos y púb[icos. Por otro lado, [a emergencia de 
[as productoras como fuertes actores de la comunicación también marca un 
cambio para e[ cana[ púbÜco. E[ año pasado uno de Los programas de[ cana[ pasó 
una cámara ocu[ta donde se involucraba en un hecho grave un periodista de un 
diario con [os que el gobierno suele po[emizar, sin que éste tuviera oportunidad de 
dar su versión de los hechos. La periodista María Eugenia Ludueña preguntó a Martín 
Bonavetti, Director Ejecutivo, la razón de que a[go así ocurriera en e[ cana[ estata[, 
quien desÜndó responsabilidades:"Fue una decisión de [a producción de[ programa. 
¿Es muchas veces afín a[ gobierno? Sí. Pero está en manos de una de las productoras 
que mejor trabaja el archivo. Como productor no sé s¡ lo hubiera pasado. El cana[ 
público no necesita esos instrumentos." (Ludueña, 2010: 276). Por acá también 
aparece e[ diLema de s¡ e[ derecho de expresión de uno es más fuerte que e[ derecho 
a [a información de Los espectadores del canal público. 
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Gráfico 19: Promedio anual audiencia de las señales de noticias y canal 7 
(Fuente: www.television.com.ar) 
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Lo cierto es que el uso indiscriminado de ios medios estatales para la comu- 
nicación gubernamental deviene en un descrédito de su rol informativo. Le ha pa- 
sado a ia agenciaTeiam con una agenda que no puede saiir de Los actos oficiaLes, 
a los que se subordina sin ruboñzarse, como ocurñó con [a renuncia deL Jefe de Ga- 
binete Alberto Fernández que silenció hasta quedar ñdicuiizada por los colegas, que 
son los que consumen sus servicios. Esta idea de que por estar o no estar en [os 
medios se impacta directamente en la opinión púbÜca ha [[evado a interrupir la 
transmisión para difusión por cadena nacional de cuaLquier tipo de anuncio, [o que 
termina por restar vaLor a [as apariciones por esa vía. La nueva [ey estipuLa dara- 
mente en su artícuLo 75 que sóLo puede soÜcitarse en "situaciones graves, excep- 
ciona[es o de trascendencia instituciona[". Su cumpÜmiento sería una exceLente 
prueba de que el ce[o que las autoñdades dicen tener para defender [a nueva [ey 
frente a los "medios hegemónicos" [o aplican a [as pequeñas medidas que las in- 
voLucra. Y tanto forta[ecería la palabra empeñada en mejorar el sistema de una 
forma definitiva. 
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Test para saber s¡ los medios en manos del Estado son públicos 

Propuesta de La palabra rota de Ecuador (Ricaute, 2009: 288) 

1. Independencia degestión. Para su funcionamiento en atención al interés 
púbÜco, la independencia de gestión constituye un principio esencial. 

2. Independencia editorial. Los medios públicos requieren libertad editorial 
para cumpür con la obiigación de informar a la sociedad con criterios 
éticos, profesionaLes y de caÜdad. 

3. Universalidad. Los medios púbÜcos deben ser un servicio púbÜco para 
toda la sociedad, por lo que su acceso debe abarcar todo el territorio na- 
cional. 

4. Corresponsabilidad. Desarroüar una gestión transparente y abierta ai 
controLy rendición de cuentas en e[ ejercicio de sus funcionesy [a apÜcación 
de sus recursos. 

5. Claridad jurídica. Los objetivos, los deberes y las directrices que guían 
el funcionamiento de los medios púbÜcos deben estar c[aramente definidos 
y garantizados por la ley. 

6. Pluralidad cultural. Los medios púbÜcos deben contribuir de manera de- 
cidida a la afirmación y reconocimiento de todas [as culturas que conforman 
la Nación. 

7. Fomento a la cultura política democrática. 

8. Compromiso con la educación. 

9. Compromiso con la ciencia y las artes. 

¿Cuántas afirmaciones positivas admiten nuestros medios? 
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¿Canal público o propaladora oficial? 

Pablo Sirvén (La Nación) 



Canal 7 es la emisora decana de laTV ar- 
gentina: nació el 17 de octubre de 
1951 y su primer programa fue la transmi- 
sión de la fiesta magna del peronismo (el 
"Día de la Lealtad") con la presencia estelar 
de Juan y Eva Perón, saludando desde los 
balcones de la Casa Rosada hacia una Plaza 
de Mayo repleta y enfervorizada. Desde en- 
tonces se debate entre ser un canal verda- 
deramente público o una mera propaladora 
oficial de los gobiernos de turno. La disyun- 
tiva no ha sido resuelta. 
Siempre se mantuvo dentro de la órbita 
oficial, aunque cambió infinidad de veces 
de jurisdicción. Con presupuestos acotados; 
continua rotación de sus mandos; progra- 
mación completamente aleatoria y subor- 
dinada a los humores del poder de turno y 
a su círculo áulico de amistades, mercachi- 
fles y obsecuentes; cuadros intermedios 
burocratizados y una línea informativa 
adherida por completo al gobernante oca- 
sional, no es para nada extraño que no 
haya sido mayormente favorecido por el 
ratingy haya languidecido sin repercusión, 
mientras que en muchas localidades del in- 
terior sigue siendo la única señal de TV 
disponible. De allí la importancia de su 
programación generalista, cultural y últi- 



mamente muy futbolera. Es que desde que 
el gobierno de la presidente Cristina Kirch- 
ner entró en guerra con el principal holding 
privado de comunicación nacional, el 
Grupo Clarín, a partir de 2008, las transmi- 
siones de ese popular deporte fueron esta- 
tizadas y arrancadas de las señales pre- 
mium del cable para ser trasplantadas, 
rompiendo contratos, a la pantalla gratuita 
de la señal pública. 

La emisora cuenta actualmente con 1100 
empleados cuyos sueldos paga Economía, 
y la Jefatura de Gabinete le remite de ma- 
nera irregular 14 millones de pesos al año 
para sostener su programación. El canal, en 
1979, tuvo una fastuosa mudanza (deledi- 
ficio Alas hasta el que actualmente ocupa, 
en Figueroa Alcorta y Tagle, en el corazón 
de uno de los barrios residenciales más co- 
tizados de la capital argentina) y un apara- 
toso cambio de nombre -Argentina Televi- 
sora Color (ATC)- que le duró hasta el año 
2000. Antes, por los albores de los 80, Car- 
los Montero supo ponerlo, por única vez en 
su historia, en el primer puesto de la au- 
diencia gracias a una programación cohe- 
rente desde lo popular y comercial. Lo de- 
más se puede sintetizar en pocas líneas: 
ponderables iniciativas aisladas; gratuito 
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banco de pruebas para los canales privados 
que sistemáticamente le robaron sus pro- 
gramas más taquilleros; gestiones bien 
intencionadas que se cayeron antes de 
concretar sus objetivos alternados con lar- 
guísimos períodos de bochornos sin pausa, 
y de negociados a repetición delante y de- 
trás de cámaras. 

La ley que creaba Radio Televisión Argen- 
tina (RTA) fue vetada, a poco de asumir, por 
el presidente Fernando de la Rúa, en 1 999, 
pero casi enseguida emergió, en su lugar, el 
más retórico Sistema Nacional de Medios 
Públicos (SNMP), del que aún dependen 
Canal 7 y Radio Nacional. Podría haber 
sido este organismo sustento perfecto y 
permanente, el andamiaje organizativo y 
filosófico que convirtiese de una vez esas 
señales en verdaderas expresiones públicas 
autárquicas y liberadas del yugo guberna- 
mental de cada tiempo. Pero eso no ha 
podido ser posible todavía, porque no 
existe la voluntad política de convertir a 
esos medios en una suerte de BBC, respe- 
tados por la sociedad por su indiscutida 
credibilidad y calidad de contenido, con 
absoluta independencia del poder de turno. 
Por el contrario: el kirchnerismo atraviesa, 
a partir de la sanción de la intervencionista 
ley de medios, en 2009, una etapa de ma- 
yor protagonismo en el ámbito de los me- 
dios, por lo cual es más remoto todavía 
que pueda ceder Canal 7 a una organiza- 
ción verdaderamente pública e indepen- 
diente que atempere su poder. 



Sin estatuto interno, sin autarquía, sin una 
administración autónoma del Poder Ejecu- 
tivo, Canal 7, como ha ocurrido desde su 
fundación en 1951, seguirá así condenado 
a las frágiles intenciones -a veces mejores, 
casi siempre peores- de los inestables fun- 
cionarios de turno, que se esfuman en 
cuanto cesan en sus cargos y llegan otros 
a reemplazarlos con nuevas ideas. 
Tras los diversos intentos de desguace de la 
emisora oficial en tiempos de Carlos Me- 
nem, durante el fugaz gobierno de la Alianza 
algunas incipientes acciones internas habían 
comenzado a darle a esa pantalla cierta co- 
loratura interesante que, por supuesto, se 
desbarrancó del todo en los años siguientes 
hasta devolver a esa sintonía su histórica 
condición de invisible e inestable en medio 
de las sucesivas crisis de principios de siglo. 
Nadie por ahora ha promovido con todas 
sus fuerzas los resortes legislativos indis- 
pensables para lograr una sólida estructura 
institucionalizada de la emisora para que 
perdure en el futuro. Lejos de mantener la 
equidistancia, Canal 7 toma ferviente par- 
tido por las autoridades de turno, no sólo 
en sus noticieros sino, particularmente, con 
una tira diaria, casi paródica, que lleva por 
título "678", destinada a denostar a los 
grandes medios de comunicación y a cono- 
cidos periodistas e intelectuales que no 
comulgan con el catecismo oficial. 
No es ninguna novedad afirmar que algunos 
de esos medios privados se oponen cerril- 
mente a las políticas que lleva adelante la 
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administración kirchnerista, tanto como el 
7 se aplica en defenderlas con la misma in- 
tensidad. Las partes, no obstante, no son 
equiparables, ya que en el primer caso se 
trata de posturas tomadas por particulares, 
que se representan a sí mismos y se legiti- 
man por la audiencia o circulación que con- 
siguen, mientras que la emisora oficial no 
puede ni debería asumir posiciones sesga- 
das, ya que su deber principal tendría que 
consistir en representar a toda la ciudadanía 
(no sólo a la porción de la misma que votó 
al actual gobierno). Por lo tanto, la equidad 
en la administración variada de opiniones 
debería ser su norte, en vez de asumirse 
como mera propaladora del poder de turno. 



Si fuese realmente unaTV pública, ¿Canal 
7 no debería ahondar más su sesgo cultu- 
ral, educativo y artístico? ¿Por qué malo- 
grarlo, entonces, en aras de necesidades 
políticas tan coyunturales? Ahora una 
nueva e inesperada competencia oficial - 
las señales gubernamentales que empe- 
zaron a nacer al calor de la TV digital que 
monopólicamente implementa el poder 
sin abrirle el juego a los privados- supone 
otro desafío desconocido a la integridad 
del canal decano, que podría verse aun más 
desperfilado y más desatendido económi- 
camente si las señales mencionadas co- 
mienzan a opacarlo y a restarle recursos 
creativos, políticos y financieros. 



I 



La televisión estatal en la Argentina: entre el poder político 
y el negocio 

Guillermo Mastrini (UNQ; UBA) 



Es muy probabLe que en una encuesta que pregunte cuáLes son Los servicios pú- 
blicos, Los ciudadanos Latinoamericanos respondan sin Lugar a dudas: La Luz, eL 
agua, eL gas y eL teLéfono. En Latinoaménca a diferencia de la mayor parte deL resto 
deL mundo, Los medios de comumcación y en particuLar Los servicios de comuni- 
cación audiovisuaL no aparecen, n¡ conceptuaL ni prácticamente, invoLucrados aL 
derecho cíudadano de contar con medíos púbLicos que representen aL conjunto de 
La sociedad. Por otra parte, sí existen numerosos medios de propiedad estataL, que 
en La mayoría de Los casos han quedado Limitados a tornarse voceros de Los inte- 
reses de Los gobiernos. De esta forma no se ha sabído o podido construír un vín- 
cuLo con La ciudadanía que permita que Los medios púbLicos sean concebidos como 
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una aLternativa váLida para la difusión de información de caLidad, de programas 
que respondan a La diversidad cuLturaL de nuestros países, y generen ficciones que 
se vincuLen con Las identidades presentes en nuestras regiones. 
Históricamente han existido dos formas principaLes de estructurar La teLevisión a 
niveL mundiaL: eL modeLo norteamericano, en eL cuaL eL Estado otorga Licencias aL 
sector privado para que éste Las administre, y eL modeLo europeo, hoy mixto, donde 
se pLanificaban coLectivamente Las poLíticas de Las emisoras, que eran gestionadas 
púbLicamente y sin fmes de Lucro. Fenómeno propio deL SigLo XX, La teLevisión La- 
tinoamericana no pudo escapar a La mfLuencia que Los Estados Unidos ejercieron 
sobre todas Las poLíticas deL contmente. Sin embargo, Aménca Latma desarroLLó, 
paraLeLamente aL sistema comerciaL, un modeLo que combina características de 
ambos: La teLevisión estataL, gubernamentaL y comerciaL. La Argentina no consti- 
tuye una excepción aL respecto. 

El concepto de servicio público 

S¡ una característica común tienen Los servicios púbLicos en eL mundo, ésta es La 
inexistencia de una definición única sobre qué impLica exactamente eLtérmino ser- 
vicio púbLico. EL concepto refiere a una sene de supuestos acerca de Los objetivos, 
obLigaciones y derechos que deberían mantener. En sí, eL concepto de servicio pú- 
bLico ha variado a Lo Largo de La historia y es muy diferente según Los países. 
En Europa, La noción de servicio púbLico tuvo sus orígenes en La RevoLución Fran- 
cesa, que impLicó no sóLo un cambio en La concepción de La ciudadanía (a La que 
se Le otorgó derechos poLíticos), sino también que eL Estado asumió La tarea de 
garantizar eL derecho de Los habitantes a ciertos servicios considerados esen- 
ciaLes. La mayoría de Los autores coinciden en que existieron tres principios or- 
ganizadores de Los servicios púbLicos: IguaLdad/Universalidad; Continuidad y 
Cambio. EL pnmero remite a que La poLítica púbLica debe garantizar aL conjunto 
de La ciudadanía La disponibiLidad de Los servicios, que debe ser ofrecido a todos 
en iguaLdad de condiciones. En aLgunos casos este principio ha sido consagrado 
como "universaLidad". EL segundo principio procura garantizar La continuidad: 
dado que es un servicio esenciaL, eL Estado debe garantizar La prestación en 
forma constante. EL principio de cambio se reLaciona con La necesaria actuaLi- 
zación deL servicio, para que Los ciudadanos puedan disponer deL mejor servicio 
posibLe. 
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Existió un cuarto criterio para La regulación de Los servicios púbLicos que actuaL- 
mente se encuentra mucho más cuestionado: eL principio de indivisibiLidad esta- 
bLece eL monopoLio deL prestador del servicio. Dicho concepto se aLcanzó por acor- 
darse durante mucho tiempo que debido a Los muy aLtos costos fijos y la existencia 
de pLazos Largos para La obtención de rentabiLidad, resuLtaba más eficiente La exis- 
tencia de una única red de distribución que varias en competencia. Los economis- 
tas se refieren a esta situación como "monopoLio naturaL". Los cambios poLíticos 
en Los 80 y La digitaLización de Las redes erosionaron La vigencia de Los monopoLios 
en eL sector teLefónico e mcipientemente en eL sector eLéctnco. 
Aun cuando La mayoría de Las veces Los servicios púbLicos quedaron en manos deL 
Estado (especiaLmente en Europa, ya que La tradición estadounidense no siguió La 
misma Lógica), eL concepto de servicio púbLico no impLica La obLigatoriedad de La 
propiedad estataL. Sí es el Estado eL que debe garantizar La prestación de Los ser- 
vicios y eL que debe fijar Las condiciones para que Los mismos se desarroLLen lin- 
versiones y tarifas). Cuando eL Estado no asume directamente La prestación de Los 
servicios púbLicos, sueLe estabLecer una Oficina de ControL que fija Las condiciones, 
especiaLmente Las tarifas y Las metas a cumpLir, en Las que operarán Los presta- 
dores pnvados. 

S¡ bien se insiste en La compLejidad de brindar una definición universaL, a modo 
de síntesis puede rescatarse La propuesta deL investigador canadiense Gaétan 
TrembLay (1 988): "EL servicio púbLico es una actividad considerada de mterés ge- 
neraL para La comunidad y como taL reconocida por eL Estado. Dicha actividad no 
puede abandonarse absoLutamente a La actividad privada y Las Leyes del mercado 
y por Lo tanto eL Estado asume su responsabiLidad y su controL sometiéndoLo s¡ 
fuera necesario a un régimen jurídico especiaL". 

Los servicios públicos de radiodifusión 

Todavía resuLta más difíciL consensuar La idea de servicio púbLico en materia de 
radiodifusión. No hay dudas que Los tres principios descriptos con anterioridad 
(universaLidad/ continuidad/ cambio) deben y pueden ser apLicados a La radiodi- 
fusión. Sin embargo, es cLaro que eL principio de indivisibiLidad no se justifica, ya 
que La diversidad y eL pLuraLismo son vaLores que han guiado La búsqueda deL in- 
terés púbLico. Sin embargo, durante muchos años La escasez de frecuencias 
sirvió para justificar Los monopoLios púbLicos en Europa. La mayoría de Los estados 
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europeos asumieron que ante La posibiüdad de garantizar una ampüa competencia 
(el mercado deL audiovisuaL es naturalmente oLigopóLico, con competencia muy 
moderada), para aLcanzar un interés púbLico que fomentara eL desarroLLo econó- 
mico deL sectory La presencia de un baLance informativo y cuLturaL, era conveniente 
crear corporaciones púbLicas de radiodifusión de carácter monopóLico. 
Van CuiLemburg y McQuaiL (2005) anaLizan Los paradigmas de poLíticas de comu- 
nicación y distinguen cLaramente entre La tradición europea y La norteamericana, 
que promueven dos criterios diferentes para estructurar La radiodifusión. En eL 
modeLo norteamericano, eL Estado otorga Licencias aL sector pnvado para que éste 
Las administre. EL modeLo europeo pLanificaba coLectivamente Las poLíticas de Las 
emisoras, que eran gestionadas púbLicamente y sm fines de Lucro. Este modeLo 
europeo de carácter monopóLico dio paso en Los años 80 a un sistema mixto a par- 
tir de La entrada aL mercado de actores privados, momento desde eL que Los sis- 
temas púbLicos han debido enfrentar sucesivas crisis. Fenómeno propio deL sigLo 
XX, La radiodifusión Latinoamericana no pudo escapara La infLuencia que Los Es- 
tados Unidos ejercieron sobre todas Las poLíticas deL continente. Sin embargo, 
América Latina desarroLLó, paraLeLamente aL sistema comerciaL, un modeLo que 
combina características de ambos: La teLevisión estataL, con aLtas dosis de infLuen- 
cia gubernamentaL y contenidos eLaborados con criterio comerciaL. 
En eL modeLo originaL europeo, La misión de Los servicios púbLicos tenía su base 
en tres tareas: informar, educar, entretener. Para eLLo, se crearon corporaciones 
púbLicas (más o menos Ligadas a Los gobiernos según Los países) garantizadas por 
estructuras de reguLación y controL púbLicas, que mantenían Lazos formaLes entre 
La institución y eL Estado. A fin de que pudieran aLcanzar sus objetivos, se Les otorgó 
un conjunto de priviLegios, por Los que tenían que cumpLir con ciertas obLigaciones. 
Como priviLegios se Les aseguró eL monopoLio de Los servicios de radio y teLevisión, 
aLejando eL peLigro de La competencia en La pnmera etapa de formación deL ser- 
vicio. Y se Les brindó una fuente de financiamiento segura como eL canon o 
Licencia, que impLica eL pago de un monto anual de dinero por parte de Los pose- 
edores de aparatos receptores, no en concepto de sostenimiento deL sistema pú- 
bLico. EL canon posibiLitó además que Los servicios púbLicos se mantuvieran 
ajenos a La infLuencia de La pubLicidad, que no estaba permitida en La teLevisión de 
La mayoría de Los países. A cambio de estos priviLegios, Las corporaciones púbLicas 
debían cumpLiruna serie de obLigaciones determinadas por eL Estado, con un in- 
terés sociaL, poLítico y cuLturaL. Las corporaciones públicas debían brindar un ser- 
vicio universaL que cubriera La totaLidad deL país. En segundo Lugar, debían brindar 
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una programación baLanceada, que atendiera a Los gustos y necesidades de toda 
La pobLación, con un especiaL interés en La protección de Las minorías. Esta obLi- 
gaciónsecumpLió sustanciaLmente, ya queaLteneruna fuente de financiamiento 
asegurado, se eLimina La presión deL rating sobre La programación. FinaLmente, 
una tercera y poLémica obLigación de Los servicios púbLicos es atender aL interés 
y La cuLtura nacionaL. Por un Lado debían ceder su antena cuando cuestiones de 
Estado Lo requirieran, y por otro, promover La cuLtura nacionaL. Este úLtimo ítem 
fue bastante cuestionado dado Lo impreciso de La def inición, que en muchos casos 
no supuso más que La asimiLación de cuLtura nacionaL aL concepto de cuLtura que 
poseían Las cLases dominantes. 

EL modeLo europeo de radiodifusión púbLica desarroLLado Luego de La Segunda Gue- 
rra MundiaL (aunque con orígenes en La radio en La década deL 20) significó una rup- 
tura con eL modelo norteamericano que favorecía eL desarroLLo comerciaL deL sis- 
tema de medios. Los gobiernos europeos consideraban que La radio y La teLevisión 
debían tener un roL vincuLado a La cuLtura, más que potenciar eL desarrollo econó- 
mico, aun cuando La gran economía se mantuviera en manos privadas. Más aun, 
puede considerarse que Los servicios púbücos de teLevisión representaron una des- 
viación deL modeLo "normaL" de producción deL sistema capitaLista (Syvertsen, 1992: 
34; GoLding y ot., 1997] en tanto que su intención fue pnorizar su función sociaL más 
que maximizar Las ganancias, como un sistema de comunicación sociaL más que 
como una mercancía. Syvertsen pLantea además que La hegemonía del modeLo deL 
servicio púbLico de radiodifusión en Europa, se debió a una aLianza de sectores que 
procuraban defender sus mtereses más que a una orientación democrática de La 
organización de La comunicación. NichoLas Garnham (1991) agrega que La organi- 
zación de Los servicios púbLicos respondió a Los intereses de Las cLases dominantes, 
tanto por su contribución a La reproducción ideoLógica y sociaL, como por su con- 
tribución aL desarroLLo de La industria de aparatos receptores. 

Entre el poder político y la exigencia comercial 

Cuando eL 17 de octubre de 1951 La imagen deL rostro de Eva Perón apareció en 
Las escasas pantaLLas disponibLes en Buenos Aires, no sóLo daba comienzo a sus 
transmisiones CanaL 7, La primera emisora argentina. También se asistía a La crea- 
ción de un rmodeLo de teLevisión estataL que, con sus Lógicas transformaciones, 
perduraría hasta nuestros días. AqueLLa emisora motonzada por eL gobierno pe- 
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ronista y Jaime YanqueLevich reunía dos de Las principaLes características de Los 
medios no privados argentinos. En primer Lugar, sirvió para transmitir un acto deL 
partido de gobierno, hecho que marcó una estrecha reLación y dependencia entre 
La emisora estataL y eL poder poLítico de turno de La que no se desprendería nunca. 
En segundo Lugar, satisfacía eL interés comerciaL de Don Jaime, que agregaba La 
teLevisión a su posición dominante en eL mercado radiaL. 

Desde sus primeros días, cuando se La conoció como LR3 Radio BeLgrano-TV Ca- 
naL 7, La programación adquinó un carácter absoLutamente comerciaL, sostenida 
por La venta de espacios pubLicitarios. Sm perspectivas de una poLítica de medios 
enmarcada en una poLítica cuLturaL ampLia, La teLevisión estataL quedó atrapada en 
Los Límites impuestos por eL poder poLítico y Los intereses comerciaLes. Este es- 
quema se verifica en sus dos dimensiones. PabLo Sirvén señaLa que "eL nuevo me- 
dio supuso una nueva importante fuente de trabajo para La coLonia artística argen- 
tma, cuya gran mayoría prestaba participación en actos de apoyo aL gobierno" 
(1 984: 116). Mientras Los artistas se mostraban favorabLes aLgobierno, quecon- 
troLaba casi La totaLidad de Los medios eLectrónicos, éste recurría a La teLevisión 
como medio de propaganda. Porsu parte La programación quedaba en manos ma- 
yontanamente de Las empresas de pubLicidad, que además de poseer un reLativo 
conocimiento del nuevo medio, tenían La capacidad de articuLar entre Los anun- 
ciantes y La emisora. 

Lejos quedó desde entonces cuaLquier intento de acercar La teLevisión estataL a un 
modeLo de servicio púbLico que propusiera una mayor participación de La sociedad 
civiL en reLación a "sus" medios de comunicación. En este sentido, Antonio Pas- 
quaLi afirma que "Una radiodifusión púbLica se aLimenta, aL menos en parte con 
fondos deL erario púbLico, esto es, deL contribuyente. ELLo constituye La fuente de 
sus responsabiLidades y de La noción de servicio que está LLamada a prestar... eL 
que financia y eL que recibe eL producto, eL emisor y eL receptor se identifican en 
eL mismo usuario". En este sentido en La Argentina se produjo un dobLe distancia- 
miento de esta concepción de teLevisión. Por un Lado, eL Estado pocas veces invirtió, 
económica y poLíticamente, para desarroLLar una radiodifusión que contribuyera 
a expandir La esfera púbLica y a democratizar Los intercambios simbóLicos. Por eL 
contrario, como ocurrió en eL Lanzamiento de La teLevisión y en La incorporación 
del coLor, eL Estado se hizo cargo de La etapa onerosa, hasta que estuvo en con- 
diciones de generar ganancias y ser asumida por eL sector privado. Por eL otro, La 
sociedad civiL no se identificó con La radiodifusión púbLica, percibida como un me- 
dio de propaganda deL gobierno. 
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En 1 953, el Gobierno de Juan Perón sancionó La Ley de radiodifusión 14.241/53 que 
estabLecía una normativa para La privatización de Las tres cadenas de radio y, junto 
con Radio BeLgrano, eL CanaL 7. Luego de un controvertido proceso, donde resuL- 
taron adjudicatarias personas estrechamente reLacionadas con eL movimiento pe- 
ronista, eL CanaL 7 quedó vincuLado a Jorge Antonio. EL empresano peronista ga- 
rantizaba eL controL poLítico deL gobierno, y La emisora mantuvo su estructura 
comerciaL, que gozaba de una situación monopóLica. 

EL gobierno surgido deL goLpe de estado de 1955 suspendió Las adjudicaciones 
de 1954. En 1957 se sancionó una nueva Ley que definió Las características de 
La radiodifusión argentina de Los siguientes 25 años, con un sistema mixto con 
preponderancia deL sector privado, reservando un roL subsidiario para eL Ser- 
vicio OficiaL de Radiodifusión. Tres días antes de entregar eL poder aL nuevo pre- 
sidente constitucionaL Arturo Frondizi, eL gobierno del GeneraL Aramburu en- 
tregó Licencias para nuevas emisoras de teLevisión en La ciudad de Buenos Aires 
a tres grupos privados Lo suficientemente distantes tanto deL peronismo como 
deL frondizismo, para asegurar que La radiodifusión no voLviera a estar contro- 
Lada por eL partido proscripto. EL canaL 7 pasó a formar parte del Servicio OficiaL 
de Radiodifusión junto con Radio NacionaL. Luego de haber asumido eL costo de 
desarroLLar eL mercado de receptores y sin haber Logrado articuLar una verdadera 
poLítica de medios, eL Estado cedía eL principaL Lugar de radiodifusión aL sector 
privado. 

S¡ eL Estado no había sido capaz de definir poLíticas de servicio púbLico para La te- 
Levisión estataL cuando ésta disfrutaba de una situación monopóLica, demostraría 
en épocas de competencia una incapacidad crónica para que su teLevisión aban- 
donase eL concepto de agencia propagandística. Durante La década del sesenta se 
conforma un sistema teLevisivo nacionaL que presenta muchas de Las caracterís- 
ticas del actuaL: centraLización de La producción en Buenos Aires y dependencia 
del capitaL extranjero. S¡ bien La Ley de 1 957 prohibía La participación del capitaL ex- 
tranjero y La formación de cadenas, Las productoras, que se dedicaban a La pro- 
ducción de programas que eran Luego suministrados a Los canaLes, se constitu- 
yeron en Las "dueñas" de Los canaLes de teLevisión (Graziano, 1 974). Se estructuró 
de esta forma un sistema de medios oLigopóLico, con escasa participación deL in- 
terior deL país en La programación. Frente a eLLo, La teLevisión púbLica, que se fi- 
nanciaba por pubLicidad y buscaba maximizar sus audiencias, no constituyó una 
amenaza para Los canaLes privados ni en audiencia ni en La torta pubLicitaria. Por 
otra parte tampoco supo construir una aLternativa aL centraLismo pLanteado por 



El gran actor estatal << 159 



la televisión privada, dado que su programación y aun su visión deL país se Limitó 
a reproducir Las ideas de Las eLites bonaerenses. 

En 1 973, caducan Las Licencias otorgadas aL sector privado y eL gobierno peronista 
decide no renovarLas. Meses más tarde se expropiaron Las productoras de progra- 
mas y eL Estado voLvió a disponer del controL monopóLico sobre La teLevisión. Sin 
embargo, estas decisiones no fueron producto de una poLítica tendiente a gene- 
rar una nueva reLación entre La teLevisión y La sociedad civiL, sino estuvieron sig- 
nadas por La interna peronista y porque Los canaLes pnvados no garantizaban eL 
controL poLítico de Los contenidos. Más aLLá de aLgunas propuestas que intentaron 
subrayar la necesidad de estabLecer una radiodifusión de carácter "nacionaL" (por 
ejempLo eL documento eLaborado por eL Centro de Investigación en Comunicación 
Masiva, Arte y TecnoLogía), hubo una ausencia de una poLítica democrática en eL 
área, con Lo que eL controL de La teLevisión por eL Estado reunió Las peores carac- 
terísticas de cada sistema: una administración burocrática, ineficiente, insensibLe 
a Las necesidades de La gente, poLíticamente aL servicio de Los detentores deL poder 
estataL, combinada con una programación popuLista y cada vez más pobre, con Lis- 
tas negras de artistas proscriptos. La admmistración de José López Rega no sóLo 
dejó como Legado a miLes de artistas y productores perseguidos poLíticamente, sino 
también una teLevisión arruinada en términos económicos y La casi compLeta de- 
sarticuLación de La industria teLevisiva, con uno de Los niveLes de producción na- 
cionaL más bajos de La historia. 

La estructura de medios heredada deL gobierno de EsteLa Martínez de Perón fue 
usufructuada por La dictadura. Los canaLes de teLevisión quedaron bajo eL mando 
de Las fuerzas armadas y deL Estado Mayor Conjunto, y asumieron entonces un 
único roL: La propaganda en favor de La doctrma de seguridad nacionaLy de La po- 
Lítica de desmanteLamiento deL Estado propuesta por Martínez de Hoz. La doctnna 
de La seguridad nacionaLy Los confLictos Limítrofes con ChiLe requerían además, 
La LLegada deL aparato propagandístico hasta Los extremos geográficos deL país. 
Para cumpLir con este objetivo se estabLecieron repetidoras en Las zonas de fron- 
tera. Lejos de cuaLquier poLítica de servicio púbLico, La universaLidad deL servicio 
se consagró como consecuencia de un probLema geopoLítico. Mientras por un Lado 
se pretendía afianzar "Los vaLores nacionaLes", Los canaLes competían entre sí por 
La audiencia con una programación de baja caLidad y mayontariamente importada, 
generando además una espiraL de costos para eL erario púbLico. 
Por otra parte, con motivo deL mundiaL de fútboL de 1978, eL Estado se hizo cargo 
de desarroLLar La teLevisión coLor en La Argentina. En 1 979 se transfirió eL patrimo- 
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nio de LS82 CanaL 7 a La Empresa Argentina TeLevisora CoLor. Con CarLos Montero 
aL frente de La emisora, ATC se ubicó entre Los canaLes más vistos. Con motivo de 
La guerra de MaLvmas, aLcanzó Los niveLes máximos de audiencia en su historia. 
Pero La decepción popuLar aL conocerse eL resuLtado final deL confLicto, inició re- 
troceso en su víncuLo con eL púbLico deL que eL canaL estataL aún no ha Logrado 
recupera rse. 

En 1 980, se sancionó una nueva Ley de radiodifusión 22.285, que decLaraba aL ser- 
vicio de interés púbLico, Lo que significa que eL Estado estabLece una normativa ge- 
neraL para eL sector pero deja en manos privadas su administración aunque eL Es- 
tado pueda subsidiar aL prestador. La Ley LLamaba a privatizar Los medios en 
manos deL Estado, aunque éste se reservaba eL controL deL Servicio OficiaL de Ra- 
diodifusión. DeL pLan de privatizaciones propuesto (PLan NacionaL de Radiodifusión, 
PLANARA) sóLo aLcanzó a reaLizarse una ínfima, y por cierto poLémica parte, 
antes de La asunción de RaúL ALfonsín (1983-1989) como nuevo presidente deL 
nuevo periodo democrático. 

Como señaLa María Inés Viturro Los años de La dictadura son recordados en ma- 
teria de televisión "por Las mtervenciones sucesivas en Los medios, La corrupción 
administrativa, eL uso indiscrimmado de La pantaLLa teLevisiva para La difusión de 
propaganda gubernamentaL, La competencia por eL rating y La promoción deL mo- 
deLo privado-comerciaL como poLítica a seguir". La deuda de ATC hacia finaLes de 
La dictadura ascendía a 43 miLLones de dóLares. Por entonces y debido a resoLu- 
ciones judiciaLes, eL CanaL 9 fue devueLto a su antiguo dueño, ALejandro Romay, con 
Lo que tres canaLes en manos deL estado debían competir con uno privado que rá- 
pidamente Les sacó ventaja en audiencia. 

La televisión estatal en la democracia 

S¡ bien eL partido RadicaL fue eL único que en Las eLecciones de 1 983 presentó en 
su pLataforma eLectoraL un esbozo de poLítica para Los medios de comunicación, 
poco fue Lo que eL gobierno de RaúL ALfonsín pudo pLasmar en eL área. A Las difi- 
cuLtades para reempLazar La Ley de radiodifusión, se Les sumaron Las continuas 
disputas internas entre Las diferentes Líneas del radicaLismo. La ecLéctica poLítica 
asumida en eL área permitía que convivieran proyectos que pretendían estabLecer 
una radiodifusión con vocación de servicio púbLico, con posiciones que promocio- 
naban La apertura del sector. 
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Mientras los canaLes 11 y 13 se vincuLaban a distintas Líneas ¡nternas de la UCR, 
ATC pasó a depender de La Secretaría de CuLtura de La Nación, con eL objetivo de 
sentar Las bases de un canaL cuLturaL y educativo que no disputara con La teLevi- 
sión comerciaL. Este modeLo teLevisivo no pudo ser ejecutado por Los contmuos 
cambios en Los directivos deL canaL y, principaLmente, porque no hubo predispo- 
sición poLítica para afrontar Las mversiones necesarias, que entraban en contra- 
dicción con Los pLanes de ajuste. Desde nuestra perspectiva "Los Límites impues- 
tos aL aLcance de Las reformas en eL área no son ajenos a Los Límites impuestos 
a La democratización del sistema poLítico en términos más ampLios desde 1 983, 
que se expresan en eL fracaso de Los intentos de estabLecer poLíticas que impLÍ- 
caran una mayor participación de La sociedad civiL" (ALbornoz y ot.). Aunque en 
ATC aparecieron aLgunos programas que evidenciaban una preocupación por La 
caLidad de La producción y se esbozó un principio de federaLismo, Los probLemas 
que aquejaban aL canaL no cambiarían radicalmente: crisis económica y depen- 
dencia deL poder poLítico. 

La LLegada de CarLos Menem afianza una poLítica globaL de destrucción deL Estado 
popuLista y de aLgunos de Los beneficios propios deL Estado de Bienestar. En este 
sentido no es casuaL que su doctrina esconda tras La argucia discursiva de La "des- 
reguLación" un proceso que denominamos "rerreguLación" (Mastrini y ot., 1 996). Se 
trata de una revisión de La reguLación vigente con eL fin de aLcanzar una LiberaLiza- 
ción controLada deL sistema, con actores pnvados reteniendo eL controL sobre Las 
cuestiones cLaves deL proceso. La política en reLación a Los medios fue consecuente 
con Los nuevos Lineamientos generaLes. Luego de desprenderse rápidamente de Los 
canaLes 11 y 13, a partir de pequeñas pero sustantivas modificaciones a La Ley de 
radiodifusión que favorecieron La concentración de medios, eL Estado Nacional sóLo 
retuvo eL controL de Los medios vincuLados aL Servicio OficiaL de Radiodifusión. Si 
a través de los sucesivos gobiernos se identificó aL canaL estataL con eL oficiaLismo, 
eL menemismo puede ser considerado La etapa superior de este proceso. Mientras 
tanto, circuLaban rumores sobre La privatización deL canaL, punto que se tornaría 
confLictivo para Los Licenciatanos privados, que no tenían ningún interés en La par- 
ticipación de un nuevo competidor en eL mercado pubLicitario. Con un 85% de su 
producción en manos de productoras privadas, en 1991 asumió La intervención de 
ATC Gerardo Sofovich, y en 1 992 se transformó a La emisora de Sociedad deL Estado 
en Sociedad Anónima, aun cuando eL Estado retenía eL 99% deL controL accionario. 
De esta forma eL canaL adoptó un modeLo de organización interna simiLar aL de La 
actividad privada y profundizó La gestión comerciaL. Sin embargo eL canaL mantenía 
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niveles de audiencia bajos y continuaba con Las cuentas en rojo. Luego de haber 
ILevado a ATC a una situación desastrosa, éste se encontraba en inmejorabLes con- 
diciones para ser privatizado. En 1995 un decreto presidenciaL sustituyó La fre- 
cuencia 7 asignada a ATC por La de canaL A, mientras se miciaban Los trámites 
para La Licitación de La anterior, procedimiento que también se siguió con La pri- 
vatización de La frecuencia de Radio MunicipaL. La intervención deL Congreso, Los 
gremios y, principaLmente, de Los propietarios de Los otros canaLes impidió que se 
concretara eL proceso. 

Con ATC aL borde de La quiebra, con más de 70 miLLones de dóLares de deuda, eL 
Congreso de La Nación aprobó una Ley que estabLecía eL controL púbLico no guber- 
namentaL de Los medios de radiodifusión deL estado. Una de Las primeras medidas 
deL presidente Fernando De La Rúa fue vetar La Ley que creaba Radio TeLevisión Ar- 
gentina (RTA), argumentando públicamente que eL Estado no podía hacerse cargo 
de La deuda existente. Las verdaderas motivaciones fueron La renuencia a ceder 
eL controL de La emisora. Durante La gestión de De La Rúa (1 999-2001 ), La emisora 
recuperó eL nombre de CanaL 7, y se distanció deL aLineamiento automático con Las 
posiciones deL gobierno. Se estabLecieron acuerdos con productoras mdependien- 
tes que incorporaron a La pantaLLa nuevos aires y una propuesta estética mnova- 
dora. Entre Los déficits de La gestión está que, eL canaL pareció recibir directivas 
de La Casa Rosada en Las cuestiones informativas cLaves. Por otra parte, eL go- 
bierno de De La Rúa conformó eL Sistema NacionaL de Medios PúbLicos, donde se 
incorporaron eL CanaL 7, Radio NacionaLy La Agencia TeLam. Más aLLá de La curiosa 
y cuestionabLe incLusión en eL sistema de La agencia nacionaL de noticias, se ob- 
serva La misma ambivaLencia que en otras poLíticas deL gobierno: un intento de ins- 
titucionaLizar eL funcionamiento de Los medios púbLicos desde un organismo cen- 
traLizado, junto con eL mantenimiento en La práctica de cotos específicos y eL 
controL directo deL gobierno. 

Durante eL breve Lapso de gobierno de Eduardo DuhaLde (2002-2003) no se pro- 
dujeron significativos cambios en eL manejo de Los medios púbLicos. Sin embargo 
es importante destacar La sanción deL decreto 1 1 14/03, que modificó La Ley de ra- 
diodifusión aL eLiminar La subsidiariedad deL Estado en eL sistema de medios, que 
existía desde La sanción deL decreto-Ley de La dictadura en 1 980. Con La eLiminación 
de esta cláusuLa se restabLecía un mínimo de equidad, ya que eL Estado podía co- 
existir en aqueLlas zonas donde existieran medios privados. La medida generó de 
inmediato rechazo de Las cámaras empresarias, y aLgunos dueños de medios Lo- 
graron impedirsu apLicación efectiva aLegando que un decreto presidenciaL no po- 
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día modificar una ley (justamente esos grupos que pudieron alcanzar sus dimen- 
siones gracias a decretos de necesidad y urgencia sancionados durante el me- 
nemismo). 

Durante el gobierno de Néstor Kirchner (2003-2007) se procuró potenciar el desa- 
rroLLo de Los medios púbLicos con mejoras en La infraestructura de emisión de Ra- 
dio NacionaL y La extensión de La red de repetidoras de CanaL 7. Esta úLtima 
acción fue nuevamente demorada por Los dueños de Los canaLes privados que ob- 
turaron por vía judiciaL La LLegada de La competencia deL canaL estataL. Hay que re- 
cordar que, todavía hoy, Las grandes ciudades del país, con La excepción de La ciu- 
dad de Buenos Aires, no cuentan con La posibiLidad de recepción del canaL estataL. 
Sin embargo, eL principaL Logro en materia de medios púbLicos fue el Lanzamiento 
de La señaL de cabLe Encuentro, en La órbita deL Ministerio de Educación, bajo La 
dirección de Tristán Bauer. Más a LLá de que se trate de una señaL de cabLe, e in- 
cLuso de índices de audiencia no muy importantes, La aLta caLidad de La señaL ha 
conseguido recuperar Legitimidad para La existencia de Los medios púbLicos. Pro- 
babLemente La carencia de una Línea informativa haya contribuido aL respecto. 
De hecho, eL apego de Los medios estataLes a Las poLíticas oficiaLes continúa 
siendo eL prmcipaL déficit de La administración de Los medios púbLicos. 
Durante La actuaL gestión de Cristina Fernández de Kirchner se sancionó La Ley 
de servicios de comunicación audiovisuaL 26.522/09 que contempLa un capítuLo 
especiaL para Los medios de propiedad estataL. En eL mismo, se dispone La con- 
formación de RTA, Radio TeLevisión Argentina, un consorcio de Los medios pú- 
bLicos nacionaLes cuyo directorio está conformado por siete miembros, tres de- 
signados por eL ParLamento con La obLigatoria incLusión de Las minorías poLíticas, 
dos por eL Consejo FederaL de Comunicación y dos por eL Ejecutivo. Resta ver si 
este interesante diseño institucionaL Logra mejorar su funcionamiento generaL. 
Mientras tanto eL gobierno también ha dispuesto que sea La teLevisión púbLica La 
que encabece La transición hacia La teLevisión digitaL, reservando para eLLa nume- 
rosos muLtipLex. Se muLtipLican Las iniciativas para dotar de contenidos a Las emi- 
soras púbLicas, entre Las que se destacan INCAA TV y eL paso a teLevisión abierta 
deL CanaL Encuentro. Estas poLíticas sumadas a La iniciativa acordada con La Aso- 
ciación deL FútboL Argentino en 2009 para que sea canaL 7 eL que transmita Los 
partidos deL campeonato argentino en forma abierta, son un síntoma de La recu- 
peración de La importancia sociaL. Si bien se ha mostrado un incremento en La au- 
diencia, eL mismo dista todavía de ser reLevante. EL principaL déficit, una vez más, 
radica en el absoLuto aLineamiento de La Línea periodística con Los intereses del go- 
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bierno, aL punto que se ha asumido en aLgunos programas La tarea de actuar como 
agentes contrainformativos deL grupo CLarín. 

Déficits y desafíos de los medios públicos 

En este apretado resumen hemos tratado de mostrar Las enormes dificultades que 
ha presentado la radiodifusión para proponerLe a La sociedad un modeLo de comu- 
nicación aLternativo aL comerciaL, que Le permita ganarse eL respeto del conjunto 
de La ciudadanía. Desde eL regreso de La democracia en 1983, La cLase poLítica no 
ha asignado a Los medios púbLicos La importancia que Los mismos tienen. La so- 
ciedad por su parte ha mostrado indiferencia hacia La programación y escasa preo- 
cupación por contar con medios estataLes de caLidad. De esta forma abundaron 
administraciones que aprovecharon para hacer grandes negocios en detrimento 
deL patrimonio púbLico, pero fueron escasas Las que Lograron mejorar Las emiso- 
ras. Esta situación se ha repetido tanto en instancias nacionaLes, provinciaLes, 
como municipaLes. EL desmanejo económico fue acompañado por un oficialismo 
informativo a uLtranza. Esta situación no sóLo contribuye a desLegitimar La comu- 
nicación púbLica, sino que muestra un gran desconocimiento de Los procesos co- 
municacionaLes, y no puede reconocer eL rechazo de Las audiencias a este tipo de 
noticias. Frente a este panorama desaLentador, es de esperar que a partir de un 
manejo más pLuraL de Las emisoras estataLes, Las futuras administraciones 
puedan desarroLLar una comunicación púbLica más próxima a La ciudadanía. 
GoLding y Murdock (1997) señaLan con acierto que "La organización sociaL de Los sis- 
temas de comunicación puede ser correctamente entendida sóLo si se anaLiza La 
estructura de inequidad sociaL y eL consecuente acceso diferenciaL a Los principaLes 
recursos comunicativos entre La pobLación". Una verdadera teLevisión púbLica 
constituye uno de Los intentos más serios por LLevar adeLante una redistribución 
más iguaLitaria de Los mtercambios simbóLicos. Su justificación radica en su supe- 
rioridad para ofrecer a todos Los ciudadanos, cuaLquiera sea su LocaLización geo- 
gráfica, iguaL posibiLidad de acceso a una ampLia gama de entretenimiento, infor- 
mación y educación de aLta caLidad, y en La posibiLidad que otorga aL programador 
de satisfacer Los diversos gustos de La audiencia y no sóLo aqueLLos que proporcio- 
nan Los mayores beneficios (Garnham, 1990). Pero para que esto sea posibLe debe 
asumirse La radiodifusión púbLica como una inversión sociaL destinada coLaborar 
en un proceso de democratización de La sociedad. Constituye un error, en aLgunos 
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casos intencional, pretender dejarla arrinconada en el gueto de La televisión cul- 
tural, como una hermana pobre de La teLevisión comerciaL. La teLevisión púbLica 
debe convertirse en un modeLo de producción de caLidad que desafíe Los patrones 
estéticos y cuLturaLes impuestos por su competencia. También debe faciLitar que 
Los diversos actores sociaLes puedan acceder a La teLevisión, superando Las barreras 
de entrada cada vez más aLtas para Los sectores no vincuLados aL capitaL financiero 
trasnacionaL. EL camino recorrido hasta ahora, dependencia poLítica e intentos de 
funcionamiento comerciaL, no parece ser eL más adecuado.* 



Desafíos de la palabra universitaria 

Oscar Flores (Aruna) 



La palabra, ese eLemento fundamental 
de la evolución humana que convierte al 
hombre en especie única en el planeta tie- 
rra, es centro de poder en La realidad actual. 
De eLLa nos valemos para la existencia 
misma y de ella, las generaciones venideras 
le darán sentido de pertenencia a la cuLtura. 
La palabra se convierte en letra y los trazos 
en normas que Le dan sentido de orden y 
justicia. Cuando la palabra es pronunciada 
con fines Legales, comprendemos que esa 
evolución nos compromete como indivi- 
duos pero asimismo como especie racional. 
En la Argentina de Los últimos 50 años, la 



paLabra quedó convertida en autoritarismo, 
moLdeada entre uniformes miLitares y atra- 
pada en censuras permanentes, debilitada 
por la falta de compromiso y luego violada 
en cada discurso poLítico de campaña elec- 
toraL. Las radios que escasamente queda- 
ron funcionando durante la dictadura no 
podían siquiera pronunciar La paLabra de- 
mocracia y Los ámbitos que recLamaban 
libertad de expresión fueron violenta- 
mente reprimidos.Así, la Ley de Radiodifu- 
sión sancionada en el proceso miLitar con- 
dicionó aL pueblo argentino y lo disciplinó 
hasta en su modo de expresarse. 



* Nota: Una primera versión parciaL y resumida del presente artícuLo se pubLicó en Le monde 
diplomatique (1999). 
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En 1983, con el regreso de la democracia, 
los primeros vientos de libertad llegaron a 
la radio y a las universidades nacionales, 
que lograron obtener permisos para tener 
sus propias estaciones de radio y así con- 
formar un espectro que por fin lograba co- 
nectar a las aulas con la sociedad. Sin em- 
bargo debieron esperar casi veintiséis años 
para que un nuevo orden legal trajera un 
nuevo espíritu a la actividad radiofónica. 
Por fin las radios universitarias, que habían 
sido habilitadas por decretos presidencia- 
les, lograron estar incluidas en una ley del 
Congreso argentino. Luego de la polémica 
discusión y posterior debate de la Ley 
26.522, la norma pudo ser reglamentada 
en general. 

Sin embargo, queda pendiente la regla- 
mentación de los artículos específicos vin- 
culados a las emisoras universitariasy edu- 
cativas. Formalmente, ello implica que la 
actividad radiofónica universitaria se rige 
por el articulado de la ley, el cual reconoce 
la autonomía de cada Universidad a la hora 
de decidir la programación de sus medios, 
los recursos que cada una destina para sos- 
tenerlos, su estructura interna y, obvia- 
mente, su política editorial. Hay normati- 
vas generales que comprenden a esas 
emisoras: la reglamentación -en conso- 
nancia con la ley- establece que todos los 



operadores y los locutores de las radios 
universitarias tendrán que tener el carnet 
habilitante, el de los locutores otorgado 
por el ISER (Instituto Superior de Ense- 
ñanza Radiofónica) o por las universidades 
nacionales. En poco tiempo deberá esta- 
blecerse un régimen para que todos los 
medios (universitariosy no universitarios) 
puedan gestionar la habilitación local de 
sus operadores con la sola certificación del 
director de la radio. 

Con todo, las radios universitarias argen- 
tinas han comprometido su palabra para 
seguir luchando por otros aspectos. Por 
posicionarse como estaciones dotadas 
técnicamente. Por lograr la migración del 
estado analógico al digital y la igualdad de 
trato en la pauta publicitaria con otras 
estaciones radiofónicas. Por constituirse 
en verdaderas redes de comunicación al 
servicio de la ciencia, la cultura y la demo- 
cracia. Y finalmente por reforzar el com- 
promiso de la extensión universitaria a 
las sociedades a las que pertenecen, la 
transferencia del conocimiento y la soli- 
daridad con la población que sostiene a la 
educación pública. Ese desafío compro- 
mete a las voces universitarias a mante- 
ner la autonomía que las caracteriza y a 
defendersu espíritu ideológico de lucha al 
servicio de la democracia. 
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¿Todo cambia para que nada cambie? 

Digitaiización dei sistema estatai de medios 

Rodolfo Barros (Perfil) 



Desde 2009 el Poder Ejecutivo Nacional 
avanza en el despliegue de la red esta- 
tal deTelevisión DigitalTerrestre (TDT) y el 
desarrollo de un grupo de señales y conte- 
nidos que prometen ampliar al sistema pú- 
blico de medios de comunicación depen- 
dientes del Estado como nunca antes en su 
historia. Entre las promesas de esta tecno- 
logía se encuentra la de mejorar la experien- 
cia de los televidentes de sistemas abiertos 
de televisión, con la recepción de imágenes 
y sonido de alta calidad, y alta definición; y 
la posibilidad de multiplicar por varias las se- 
ñales que se emiten a través del mismo an- 
cho de espectro radioeléctrico que ocupa un 
canal estándar. 

Para el lanzamiento de esta nueva tecnolo- 
gía, el Gobierno mudó a canales de baja y 
media potencia que ocupaban parte del 
espectro cercano al del oficial Canal 7 de 
manera de asegurarse cuatro canales ana- 
lógicos a través de los que espere contener 
hasta 20 señales digitales que se crearán a 
lo largo del tiempo. El sistema estatal de 
TDT argentino transmite, a septiembre de 
2010, las señales de Canal 7, Encuentro 
(documental), Paka Paka (infantil), CN23 
(noticias, del grupo privado Sergio Szpolski). 



Se estima que en los próximos meses serán 
lanzadas una señal dedicada a la ciencia y 
la tecnología, otra destinada a la proyección 
de películas nacionalesy latinoamericanas 
(INCAATV) y se realizan negociaciones para 
que otras señales privadas ingresen a su 
grilla. Con este conjunto de señales, el Go- 
bierno reconoce que una de las funciones 
del sistema de TDT será la de plantear una 
alternativa a los sistemas de televisión 
paga, dominado por Cablevisión, la compa- 
ñía de TV por cable y acceso a Internet del 
Grupo Clarín, que concentra un poco más 
de la mitad de los abonados de ese mer- 
cado y es la red más grande de América la- 
tina en cantidad de usuarios. 
El desarrollo del nuevo sistema también es 
geográfico. A comienzos de 2010, siete me- 
ses después de que la presidente Cristina 
Kirchner anunció que el país había optado 
por el sistema brasileño de TV digital 
(SBTVD-TB), basado en la norma japonesa 
ISDB-T, el presidente del directorio de Ra- 
dio y Televisión Argentina (RTA), Tristán 
Bauer, lanzó el sistema. En su primera etapa, 
el servicio puede verse en Capital Federal 
y una parte del distrito metropolitano. Y 
aunque originalmente se planeaba que 



168 >> La palabra empeñada 



para principios de 201 1 llegara a los dieci- 
nueve principales centros urbanos del país, 
ahora se cree que esa expansión será un 
poco más limitada. Aunque desde el go- 
bierno insisten en que para finales de 201 1 
todas las capitales provinciales serán alcan- 
zadas por la nueva tecnología. 
El tiempo y las formas de implementación 
elegidos por el gobierno argentino resultan 
particulares en la experiencia latinoameri- 
cana sobre la cuestión. En primer término, 
a diferencia de otros países de la región, la 
TDT comienza en la Argentina con la tele- 
visión dependiente del Estado. Los privados 
no presentan aún planes de inversión para 
su lanzamiento. En segundo lugar, mientras 
que en otros países la popularización de los 
decodificadores hogareños y sus respecti- 
vas antenas para poder captar las transmi- 
siones digitales y observarlas en pantallas 
analógicas se basan en subsidios a la pro- 
ducción y/o importaciones de partes para 
bajar sus costos finales, en Argentina se 
optó por su distribución gratuita entre be- 
neficiarios de la Asignación Universal a la 
Niñezyjubilados. Se estima queya fueron 
entregados unos 50 mil decodificadores y 
antenas. Unos 40 mil fueron distribuidos 
entre mayo y junio, fecha en la que se 
transmitió el último mundial de fútbol. 
Oficialmente se afirma que estas particu- 
laridades se originan en una política ten- 
diente a la democratización de las nuevas 
tecnologías y el acceso a los medios de co- 
municación. Al menos es compatible con 
otras decisiones gubernamentales: 



• En 2008 se rompió la alianza que el Go- 
bierno mantenía con el Grupo Clarín, 
principal multimedios de la Argentina. 

• En 2009 el Gobierno envió al Congreso 
la nueva Ley de Servicios de Comunica- 
ción Audiovisual, que fue aprobada por 
amplia mayoría. Entre otras cosas re- 
serva espacio en el espectro radioeléc- 
trico para que los municipios y estados 
provinciales y el Estado nacional creen 
sus propios medios. En el caso de que se 
trate de señales audiovisuales, deberán 
ser distribuidas por los operadores de 
servicios de televisión paga.También li- 
mita la cantidad de abonados de televi- 
sión paga que una empresa puede tener 
a 35% del mercado. 

• Ese mismo año, la Comisión Nacional 
de Defensa de la Competencia dio por 
incumplido el acuerdo por el que en 2007 
aprobó la fusión Cablevisión-Multicanal. 
La orden de desmembramiento es estu- 
diada por la Corte Suprema.A su vez, la 
Afsca rechazó la devolución de licencias 
por parte de Cablevisión y Multicanal y 
la aprobación de adquisiciones anterio- 
res a la fusión por un total de veinte, 
por lo que ordenó la venta de esas ope- 
raciones que involucra a unos dos millo- 
nes de abonados. La decisión es objeto 
de disputa judicial. 

El desarrollo de la red de TDT y sus conte- 
nidos no escapó de la lógica de la comuni- 
cación oficial, basada en tres pilares: consi- 
derar que los periodistas no son mediadores 
necesarios entre el Gobierno y el público, 
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la asignación arbitraria de la pauta de pu- 
blicidad oficial y la creación de cercos in- 
formativos con lo que los funcionarios 
realizan entrevistas sólo con los medios 
cercanos al Gobierno. 
El titular del sistema de medios públicos, 
RTA.Tristán Bauer, tiene a cargo el desarrollo 
de los contenidos que trasportará la TV 
digital dependiente del Estado. Bauer le 
negó a la Comisión Directiva de Fopea la 
posibilidad de una reunión para interiori- 
zarse sobre los mecanismos que imple- 
mentó o aplicará para el desarrollo de las 
nuevas señales. Lo mismo hizo con solici- 
tudes de periodistas interesados en entre- 
vistarlo sobre el tema. De Bauer sólo se re- 
gistran declaraciones referentes a la 
cuestión en los programas que están a su 
cargo en Canal 7 y en la agencia oficial de 
noticiasTelam, con excepción de las que le 
dedicó al conductor Víctor Hugo Morales, 
apoyo declarado de la política de medios 
del Gobierno nacional, quien omitió pre- 
guntarle detalles de la iniciativa. 
Por su parte, el coordinador del Ministerio 
de Planificación Federal del sistema deTDT, 
Osvaldo Nemirovsci, tiene a su cargo el 
desarrollo de la red de distribución de las 
señales deTV digital oficial. Nemirovsci, a 
diferencia de Bauer, aceptó responder pre- 
guntas a distintos periódicos que no están 
necesariamente alineados con la política 
oficial de medios. De las declaraciones de 
ambos y de la información oficial puede 
establecerse que el gobierno nacional es- 
tima cubrir al 80% de la población de la Ar- 



gentina con el sistema de TV digital para 
abril de 201 1 y que el mismo se comple- 
tará hasta llegar al menos a las 20 señales. 
Hasta hace poco, el desarrollo de los con- 
tenidos para nutrir a esas señales se encon- 
traba exclusivamente bajo las pautas de 
Bauer y algunos "coordinadores" en distin- 
tos estamentos gubernamentales. No en 
todos los casos se llamó a concurso ni se 
realizaron convocatorias abiertas para la 
producción de esos contenidos.Tampoco en 
todos los casos se fijaron pautas para la re- 
cepción de propuestas que quedaron al ar- 
bitrio de los delegados de Bauer sin criterios 
uniformes, en caso de que los hubiera, de 
acuerdo a lo que expresaron a este perio- 
dista tres productores independientes que 
intentaron promoversus propuestas tanto 
ante el director de RTA, como ante autori- 
dades del INCAA y la Secretaría de Cultura 
de la Nación, que también desarrolla, aun- 
que extraoficialmente, sus propios conteni- 
dos para una señal propia. 
Para julio de 2010 hubo un vuelco, aunque 
tímido, en esta cerrada actitud por parte de 
las autoridades gubernamentales. Se abrió 
el Uamado a concurso para la financiación 
de programación. Se trata de un fondo de 35 
millones de pesos, aportados por el Minis- 
terio de Planificación, que a través del IN- 
CAA designará a los ganadores de 160 pro- 
ducciones. Conforme pasa el tiempo, las 
perspectivas de que la TDT se convierta en 
un sistema ampliado gubernamental, y no 
público, que no fija estándares de calidad, 
parecen acrecentarse. 



Sobre 
übres 



el cierre: 
pero frágiles 



Al cambiar la infraestructura del espacio público, los medios 
de prensa quedaron instalados, hasta nuestro tiempo, en un 
sitio privilegiado del que nadie pudo desalojarlos, aunque tanto 
los gobernantes como otros grupos de poder intentaron incan- 
sabtemente diluir ese poder o apropiárselo. La misma simbio- 
sis amor-odio se reprodujo atrededor de los medios de prensa. 
[Manuel Mora y Araujo] 



E n este tipo de cuestiones, sabemos que es mejor dejar planteadas muchas pre- 
guntas, que cerrar el tema con demasiadas respuestas. Pero no deja de ser inquie- 
tante que este recorrido por los datos y los aportes de [os colegas, deje planteadas 
tantas cosas por averiguar, tantas tareas por hacer. La libertad de la paLabra no es 
como un test de embarazo, que da sí o no, sino más bien como el estudio del co- 
LesteroL, siempre cambiante, siempre en riesgo, que requiere [a [ectura profes¡ona[ 
que cruce varios datos para entender s¡ la cosa es preocupante y requiere medi- 
cación, o simplemente, un cambio en [as rutinas. Pero nunca la desatención. Los 
indicadores parecen decir que deberíamos adoptar hábitos más sa[udables en [o 
que hace a [a información púb[¡ca. Pero a[ parecer, todavía no podemos ponernos 
de acuerdo con e[ diagnóstico. 

Cuando e[ [¡bro estaba entrando en imprenta, varias organizaciones sociales, 
dirigentes y funcionarios se reunieron frente a [a Corte Suprema de Justicia para 
soÜcitar se expida para [os casos que están bajo su consideración con re[ac¡ón a 
[a apÜcación de [a Ley 26.522. Según informó para esta investigación [a directora 
de Asuntos Legales del Afsca, Graciana Peñafort, a pesar de las amenazas de nu- 
merosos juicios que hacían [os grandes medios durante e[ proceso de sanción de 
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la iey, a la fecha sóio existen cuatro medidas cautelaresy 23 causas que cuestionan 
determinados aspectos del nuevo marco [egal. Sin embargo, la jurisprudencia que 
siente el máximo tribunal en sus primeras resoLuciones va a ser cruciaL para la le- 
gitimidad de la ley de ahíque algunas organizaciones sigan manifestándose aunque 
la iey ya esté regiamentada. Las declaraciones deL titular de la Autoridad Federal 
del Servicio de Comunicación Audiovisual, Gabriel Mariotto, reforzaron la idea del 
gobierno de que las restricciones a la palabra están dadas por la acción de [os gran- 
des medios. El funcionario dedaró en esa oportunidad que "no se puede vivir en 
el pleno ejercicio de la [ibertad de expresión porque hay poderes establecidos en el 
país, grupos concentrados y monopólicos que encuentran en la justicia resortes 
de una industria de medidas caute[ares que impiden la ap[¡cación. Lo que tiene el 
pueb[o como única herramienta es saÜr a expresar que la ley tiene que ser igual 
para todos" (Bruchstein, 2010). El discurso que ocupó la atención de la prensa al 
día siguiente fue el de Hebe de Bonaffini, de las Madres de P[aza de Mayo, que dijo 
que "a los turros de la Suprema Corte queremos decirles: a[guna vez piensen en 
el pueb[o que está en la calle"y les pidió a los manifestantes:"no dejemos la calle 
porque la calle es nuestra. Hagamos una marcha por mes y arranquémosle a la 
Corte la ley". Es cierto que el espíritu de la marcha multitudinaria no se resume 
en esa frase, pero sí da cuenta de la corriente de opinión que representa esta re- 
conocida dirigente y que fue apoyada públicamente por renombradas personaÜ- 
dades, que sostiene que es el poder judicial el que está obstacuÜzando el Übre ejer- 
cicio de la Libertad de la comunicación. 

Por esos días, más precisamente el último domingo de setiembre, saÜeron dos 
notas que p[antean que las restricciones al ejercicio de la prensa vienen del poder 
púbÜco. Una nota de Laura De Marco (2010) describía el dima de crítica y desca- 
lificaciones que se cruzan entre periodistas y funcionarios. Desde muchos medios 
apoyados abiertamente por el gobierno se apunta contra a[gunos periodistas re- 
conocidos, muchos de los cua[es no hace mucho gozaban del aprecio de funcio- 
narios que hoy los desacreditan. 

En la nota aparece la opinión de Jorge Lanata que defiende su prestigio a través 
de los medios que él desarro[[ó: "Al Gobierno le duelen más nuestras críticas porque 
las siente como críticas de igua[es. ¿Qué diario lee el Gobierno? Página 12, ¿quién 
lo hizo? ¿Qué revista lee? Veintitrés, ¿quién la hizo? En algún [ugar, pensamos 
parecido. Y digo pensamos porque aquí está el problema: el problema de Néstor 
y Cristina Kirchner es cuando actúan. Piensan una cosa y actúan otra. Hablan 
desde la izquierda, y gobiernan para la derecha. Son conservadores, pero usan el 
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ienguaje de la izquierda porque eso les permite blanquearse y quedar ubicados 
en un lugar donde es muy difícil competir con e[[os. Se ubican en e[ [ugar de la 
verdad revelada, y desde aLLí le exp[¡can a la gente lo que tiene que pensar. Y los 
que piensan otra cosa, no sólo no son la verdad: son traidores. Entonces, ahora 
somos traidores." 

La misma actitud adoptan a[gunos inte[ectua[es que sin ser espec¡a[¡stas en 
medios se erigen en anaÜstas del fenómeno. Muchos de ellos no podrían aportar 
ninguna [ínea escrita hace unos años atrás sobre medios y periodismo, donde 
cuestiones que hoy están en la agenda púb[¡ca eran discutidas por poquísimos. 
¿Quiénes habían escrito sobre la concentración de medios de los '90 en los mis- 
mos años '90? ¿Quiénes anaÜzaron el vínculo de la comunicación po[ítica y los 
medios en la época que ahora está en revisión? No muchos de los que hoy se pre- 
sentan como pa[adines de causas que otros empujaron cuando era mucho más 
difícil plantearlas. 

El debate mismo está marcado por las tensiones que intentamos describir a 
lo [argo del trabajo, y se de[ata atravesado por los poderes po[íticos y económicos. 
A este juego, los periodistas son apenas convidados cuando resuLtan funciona[es. 
El mismo domingo también pubÜcó una nota Robert Cox, que quedó en el medio 
de la disputa entre los que dicen que hay y que no hay [ibertad de expresión. 
Por eso resu[ta el más indicado para describir lo que pasa por estos días. En su co- 
lumna exp[¡caba la situación en la que un periodista de un medio de esos finan- 
ciados por el gobierno lo buscó para pedirle que acusara al director de la editoriai 
Perfil de comportamiento pro miÜtar. Escribió al respecto el periodista "Los medios 
de comunicación en Argentina son visibiemente libres, pero hay una amenaza en 
el aire." (Cox, 2010). Y en su coLumna describe el cÜma tirante que propicia enten- 
der la libertad de expresión como derecho al insulto: 

La difamación intencionai contra Fontevecchia es un ejemplo particular- 
mente atroz de ataque disfrazado de periodismo.Todos los días, el público 
accede a información falsa o distorsionada de algunos peñódicos, que son 
esenciaimente órganos de propaganda. Me he encontrado en el centro de 
una controversia en el debate sobre la [ibertad de prensa y la democracia, 
y me he sorprendido al ver cómo cada lado ha utilizado mis dedaraciones 
para su propio beneficio, en lo que se ha convertido en una guerra me- 
diática. El truco consiste en falsear o informar parciaLmente lo que se dice. 
Por eso, permítanme estab[ecer m¡ posición. M¡ carrera en el periodismo 
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argentino se extiende por casi medio sigLo. En primer lugar, quiero decir 
que nunca he visto a [os medios de comunicación tan libres como lo están 
hoy. Simplemente mirando un puesto de periódicos, encendiendo la 
radio o el teLevisor, uno se da cuenta rápidamente de que todos los puntos 
de vista políticos están representados. La gente puede decir lo que quiera, 
de hecho, pueden insuLtar a quienes no les guste.Y, hasta ahora, [as peores 
consecuencias que ha habido por hab[ar en contra del Gobierno son vio- 
[entas amenazas verba[es, que pueden ser interpretadas, a veces, como 
chiste. Pero [a [ibertad es frágil en [a hoy polarizada Argentina, y, como la 
historia prueba, [a agresión verba[ puede fác¡[mente convertirse en vio- 
[encia armada. 

Lo más interesante de este recorrido es que todos los que opinan coinciden 
en que no habrá p[ena [ibertad en tanto haya a[gu¡en manipulando, interfiriendo, 
agrediendo el ejercicio de [a pa[abra.Todos asumen que ese a[guien tiene e[ sufi- 
ciente poder como para inñuir de modo tal que [a libertad esté amenazada. Coin- 
ciden también en subestimar la capacidad de la ciudadanía en la comprensión de 
la rea[¡dad. Unos dicen que se dejan [[evar demasiado por los "medios hegemóni- 
cos"; otros, que apoyan las causas porque son l[evados a las marchas con presiones; 
casi todos coinciden en que están expuestos a los medios equivocados, aqueLLos 
que desinforman. Que siempre son "los otros medios". Porque siempre el infierno 
son los otros... En una sociedad en donde referentes de opinión y funcionarios no 
creen que la ciudadanía esté en condiciones de e[egir un diario o un programa de 
te[ev¡sión, ¿creerán que sítiene capacidad para e[eg¡r un gobierno? Si todos acusan 
de incumpÜmiento de la ley a los otros, nadie la estaría cump[¡endo. Si todos de- 
nuncian falta de información, no la habría en ningún [ugar. Si todos incriminan a 
los demás de dejarse manipu[ar, estaríamos en una sociedad donde la indepen- 
dencia sería imposib[e. Permítaseme presentar la última (y más a[armante) para- 
doja de la infinidad de contrasentidos que presenta el ejercicio del derecho de la 
comunicación en Argentina: ¿por qué nuestros ciudadanos son [egítimos electores 
de sus gobernantes y no lo son de sus medios de comunicación? 

El hecho de que no podamos aún ponernos de acuerdo configura la última de 
una [arga listas de paradojas: que gente tan preocupada por la comunicación tenga 
limitaciones para establecer un diálogo más fluido entre los distintos actores in- 
vo[ucrados, nos da la pauta de hacia dónde deberían estar encaminados los esfuer- 
zos de todos los que creemos en la comunicación púb[ica. El conocimiento de sus 
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probiemas es un paso, pero sabemos que eso sólo no alcanza. Como no alcanza 
sólo con que haya más voces s¡ son incapaces de establecer un diáLogo cívico, res- 
petuoso del derecho del otro a su verdad, comprometido con los principios repu- 
biicanos. Tenemos que empeñar nuestra paLabra en conseguirlo. 



Paradojas de La palabra empeñadar. 

1 . Nunca tanta comunicación nos dejó tan incomunicados: E[ estilo de co- 
municación que buscaba la cercanía con [a opinión púbLica está a[ejando 
a la ciudadanía de la po[ítica. 

2. El periodista enfrenta el d¡[ema de manifestarse independiente pero asu- 
mir que ya no puede serlo. 

3. Mientras los grandes medios eran dianas de las acusaciones del poder, 
resu[taban los pr¡ncipa[es beneficiarios de a[gunas decisiones guberna- 
mentales. 

4. Los po[íticos tienen obsesión por los medios pero desconfianza extrema 
en el periodismo. 

5. Los que deberían defender la Übertad de expresión son sus principales 
agresores. 

6. La mega oferta de información de prensa va de La mano con poca ac- 
cesibiLidad deL periodismo: voceros oficiaLes que no pronuncian una pa- 
Labra, acciones de prensa que obstacuLizan el acceso a Los periodistas a 
Las fuentes. Se vueLve excepcionaly meritorio un medio que produzca 
información originaL en Lugar de reproducir los comunicados oficiaLes. 

7. En eL rubro dedicado a La difusión de actos de gobierno faLta información. 
9. La ciudadanía es Legítima electora de sus gobernantes, pero no tendría 

capacidad para eLegir sus medios. 



lO.Todos nos hemos vuelto especiaListas en comunicación, pero nos cuesta 
entabLar un diálogo cívico sobre los medios y eL periodismo. 




Buenos Aires, setiembre 30, 2010 



